                                                       RADICACIÓN: 1100160 00000 2015 00544
 ACUSADO: GENRY LÓPEZ SALAZAR
CONDUCTA PUNIBLE: CONCIERTO PARA DELINQUIR
ASUNTO: CONFIRMA AUTO DE PRIMERA INSTANCIA  

                                                       RADICACIÓN: 1100160 00000 2015 00544
 ACUSADO: GENRY LÓPEZ SALAZAR
CONDUCTA PUNIBLE: CONCIERTO PARA DELINQUIR
ASUNTO: CONFIRMA AUTO DE PRIMERA INSTANCIA  


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente. 

El contenido total y fiel debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:  
Auto - 2ª instancia – 27 de octubre de 2017 

Proceso: 


Penal – Confirma negativa del permiso administrativo de 72 horas
Radicación Nro. :
  

1100160 00000 2015 00544
Procesado: 


GENRY LÓPEZ SALAZAR
Magistrado Sustanciador: 
 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Tema: 


AUSENCIA DE REQUISITOS PARA BENEFICIAR DEL PERMISO ADMINISTRATIVO DE 72 HORAS PARA AUSENTARSE TEMPORALMENTE DEL ESTABLECIMIENTO DE RECLUSIÓN. [P]ara el 10 de octubre de 2016, el encartado contaba con un tiempo de privación de la libertad de 17 meses y 20 días, que al sumarle los 5 meses y 29.5 días de redención, arrojaba un total de 23 meses y 19.5 días de pena purgada. Lo anterior, permite inferir que para esa calenda el señor Genry López Salazar no cumplía con los 38 meses y 25.5 días que equivaldrían al 70% de la pena impuesta. Así las cosas, no se puede desconocer que el referido permiso ha sido establecido como un beneficio para los sentenciados que como ya se indicó, cumplan con los requisitos señalados en la referida norma, sin que con relación a su aplicación pueda señalarse vulneración alguna de los derechos de los sentenciados. De acuerdo a lo anterior y a las pruebas que obran dentro del proceso, el señor Genry López Salazar fue condenado 55 meses y 15 días de prisión (folio 1 a 4), por lo que el 70 % de la pena a purgar era de 38 meses 25.5 días. Para el momento en que el juez de ejecución de penas decidió sobre el beneficio de 72 horas, el señor Genry López Salazar había descontado un total de 23 meses 19.5 días si se tienen en cuenta los 17 meses y 2 días que habría estado recluido y los 5 meses 29.5 días de redención; sin embargo a pesar de esto, no se equivocó el A quo al negar el beneficio, ya que para la fecha de la decisión no cumplía con ese requisito relativo al porcentaje del descuento de pena. Por lo dicho anteriormente, el permiso solicitado por el accionante de hasta 72 horas, no podía ser concedido en atención a lo dispuesto en el artículo 147  de la ley 65 de 1993. Por tanto esta colegiatura considera que la  decisión tomada por el A quo debe ser confirmada.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, veintisiete (27) de octubre de dos mil diecisiete (2017)

Aprobado por Acta No. 1157 
Hora: 9:30 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por el sentenciado Genry López Salazar, contra el auto emitido el 10 de octubre de 2016 mediante el cual el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad le negó la solicitud de permiso de 72 horas para abandonar temporalmente el Establecimiento de Reclusión.
2. ANTECEDENTES
2.1 Se extracta de la actuación que el señor Genry López Salazar fue condenado por el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado de Descongestión de Pereira, Risaralda, el 16 de julio de 2015 y se le impuso una pena de 55 meses y 15 días de prisión y multa de 3.056,25 SMMLV como responsable del delito de concierto para delinquir agravado y se le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

 2.2 La ejecución de la pena le correspondió al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad. (Fl.6)
2.3 El 10 de octubre de 2016 el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local resolvió no aprobar la concesión del beneficio administrativo de 72 horas, ante lo cual el señor López Salazar interpuso recurso de apelación el 18 de octubre de 2016. 
2.5 El Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de seguridad le concedió el recurso de apelación interpuesto.
3. LA DECISIÓN OBJETO DE RECURSO
El Juez A quo, mediante decisión proferida el 10 de octubre de 2016 negó la concesión del beneficio administrativo de 72 horas, teniendo en cuenta que el artículo 147 de la ley 65 de 1993 entre sus requisitos, exige el haber descontado el 70% de la pena impuesta, tratándose de sentenciados por los delitos de competencia de los jueces penales del circuito especializados, como es el caso. Dentro del análisis indicó que el señor Genry López Salazar fue condenado a una pena de 54 meses de prisión (sic) ya que la pena real es de 55 meses y 15 días de prisión, cuyo 70% equivaldría a 38 meses y 25.5 días (sic), de los cuales ha estado recluido 21 meses, 21 días con redención de 5 meses 29.5 días, es decir, un total de 27 meses 20.5 días, con lo que concluyó que no cumplía con dicho requisito y negó el permiso de 72 horas. (Fls. 21 y 22).
4. DEL RECURSO PROPUESTO
El señor Genry López Salazar, el 18 de octubre de 2016, presentó escrito mediante el cual manifestó su inconformidad y acudió al recurso de apelación afirmando que el permiso de 72 horas debe ser considerado un derecho que tiene como finalidad la readaptación social  y como tal no puede limitarse máxime por estar reconocido dentro del bloque de constitucionalidad ya que está inmerso en el  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Político  a efectos de permitir la resocialización del penado y su reintegración familiar. (Fls.24 y 25).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA
5.1 Competencia.

De acuerdo con lo estipulado en el artículo 34 del Código de Procedimiento Penal, esta Corporación es competente para resolver el recurso de apelación impetrado por el señor  Genry López Salazar, en contra de la decisión asumida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

5.2 Planteamiento jurídico.

El problema jurídico se circunscribe a establecer si es viable o no concederle al señor Genry López Salazar el beneficio administrativo de hasta 72 horas por fuera del establecimiento de reclusión.
5.3 Solución. 

5.3.1 En aras de establecer la competencia en cuanto a la aprobación del beneficio administrativo de las 72 horas es necesario hacer referencia al siguiente precedente de la Corte Constitucional:

"…aun cuando el derecho a la libertad no es absoluto, es claro que su limitación tampoco ha de tener ese carácter y, por lo tanto, el legislador, al regular los supuestos en los que opere la restricción del derecho, debe observar criterios de razonabilidad y proporcionalidad que fuera de servir al propósito de justificar adecuadamente una medida tan drástica, contribuyan a mantener inalterado el necesario equilibrio entre las prerrogativas en que consiste el derecho y los límites del mismo"...

5.3.2 De esto se deduce que la libertad no se concibió como un derecho absoluto, sino que es susceptible de restricciones, pero estas limitaciones siempre han de venir fijadas por la ley, de modo tal que hablándose de libertad la ley establece una reserva legal. 

Es el artículo 28 de la Constitución Política el encargado de introducir en nuestro ordenamiento la referida figura de la reserva legal, la cual ampara la libertad personal en virtud de la cual toda restricción de este derecho debe estar precedida de una orden judicial emitida por la autoridad competente y con las formalidades legales. Este principio se funda en el interés de rodear las decisiones de la administración de justicia de imparcialidad e independencia que afectan de manera directa a la comunidad.

5.3.3 Para las personas privadas de su libertad, los beneficios administrativos son situaciones que pueden conllevar a la  reducción del tiempo de privación efectiva de la libertad, o de aquellos relativos a la modificación de las condiciones de cumplimiento de la condena, se considera entonces, como ha indicado la Corte Constitucional así:
“los beneficios administrativos son aspectos inherentes al proceso de individualización de la pena en su fase de ejecución,  por tanto las condiciones que permitan el acceso a tales beneficios tienen un carácter objetivo, verificable, susceptible de constatación y deben estar por ende, previamente definidas en la ley. El hecho de que se denominen beneficios administrativos no genera una competencia a las autoridades de este orden para establecer las condiciones o eventos en los cuales son procedentes.  Es decir, que por tratarse de una materia que impacta de manera directa el derecho de la libertad personal,  su configuración está amparada por la reserva legal y su aplicación por la reserva judicial.

Así las cosas, la norma legal que atribuye a los Jueces de Ejecución de Penas la competencia para decidir acerca del otorgamiento de los beneficios administrativos que establece el régimen penitenciario (Art. 79 Numeral, 5° de la Ley 600 de 2000) se encuentra en vigor, pues superó el juicio de constitucionalidad a que fue sometida, en el que además se sentaron las directrices jurisprudenciales reseñadas, mediante las cuales se afianza el principio constitucional de reserva judicial de la libertad, extendido a la fase de ejecución de la pena.”
Es por esto que si en el ordenamiento interno la restricción a la libertad despliega un carácter de excepcionalidad y de estricta reserva tanto legal como judicial, y los beneficios administrativos pueden reducir o modificar lo establecido por el juez competente respecto al goce de ese derecho, debe ser necesariamente el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad quien tenga competencia para conocerla y regularla previa certificación de las condiciones por parte del Director del Establecimiento”.

5.3.4 Por su parte, el Consejo de Estado, a través de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso ha expuesto: 

“…Para esta Corporación “con el artículo 79, numeral 5, de la ley 600 de 2000 se trasladó a los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad la competencia que la Ley 65 de 1993, reglamentada por el decreto 1542 de 1997, le había atribuido a las autoridades penitenciarias para conceder los beneficios administrativos, dejando a éstas, únicamente la potestad de presentar propuestas o allegar las solicitudes de reconocimiento de esos beneficios…”

Esta sentencia legitima la facultad de los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para pronunciarse respecto al otorgamiento del beneficio administrativo que consagra la ley. 

5.3.5 Teniendo en cuenta lo anteriormente señalado, es claro que los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad, son competentes para aprobar y establecer la periodicidad del beneficio administrativo de permiso de “hasta 72 horas” definido por el artículo 146 de la Ley 65 de 1993 así:
ARTÍCULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaria abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.

El artículo 147 de la ley 65 de 1993 del Código Penitenciario y Carcelario por el cual se regula el permiso de hasta 72 horas, es muy claro y preciso en cuanto a los presupuestos  que deben cumplirse para gozar y obtener dicho beneficio administrativo, de la siguiente manera:

Artículo 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS.- La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes  requisitos:

"1. Estar en la fase de mediana seguridad.

"2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta.

"3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial.

"4. No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria.
“5. Modificado L. 504/99, art.29 Haber descontado en setenta por cierto (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los jueces penales de circuito especializados. 

"6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina.

"Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género".

4.2.6 En el caso objeto de estudio, el A quo fundamento su decisión de negar el permiso administrativo de 72 horas que reclama el señor Genry López Salazar, para dirimir el conflicto llevado a colación, haciendo relación a que el artículo 147 de la ley 65 de 1993, en  su numeral 5º dispone lo siguiente: “haber descontado el 70% de la pena impuesta, tratándose de  los condenados por los delitos de competencia  de los jueces penales del circuito  especializados”.

Es necesario advertir que el A quo erróneamente indicó que el señor López Salazar había sido condenado a 54 meses de prisión, cuando en realidad la pena que le fue impuesta por el juzgado fallador fue de 55 meses y 15 días de prisión. Esa misma célula judicial expuso que el condenado estaba detenido desde el 20 de abril de 2015, y que había recibió una redención de 5 meses 29.5 días, y que por lo tanto, para la fecha en la cual se profería la decisión recurrida, el señor López Salazar llevaba un total de pena purgada de 27 meses y 20.5 días. 
Pese a lo anterior, y luego de realizar los cómputos pertinentes, esta Sala pudo establecer que para el 10 de octubre de 2016, el encartado contaba con un tiempo de privación de la libertad de 17 meses y 20 días, que al sumarle los 5 meses y 29.5 días de redención, arrojaba un total de 23 meses y 19.5 días de pena purgada. 
Lo anterior, permite inferir que para esa calenda el señor Genry López Salazar no cumplía con los 38 meses y 25.5 días que equivaldrían al 70% de la pena impuesta. Así las cosas, no se puede desconocer que el referido permiso ha sido establecido como un beneficio para los sentenciados que como ya se indicó, cumplan con los requisitos señalados en la referida norma, sin que con relación a su aplicación pueda señalarse vulneración alguna de los derechos de los sentenciados.

De acuerdo a lo anterior y a las pruebas que obran dentro del proceso, el señor Genry López Salazar fue condenado 55 meses y 15 días de prisión (folio 1 a 4), por lo que el 70 % de la pena a purgar era de 38 meses 25.5 días. Para el momento en que el juez de ejecución de penas decidió sobre el beneficio de 72 horas, el señor Genry López Salazar había descontado un total de 23 meses 19.5 días si se tienen en cuenta los 17 meses y 2 días que habría estado recluido y los 5 meses 29.5 días de redención; sin embargo a pesar de esto, no se equivocó el A quo al negar el beneficio, ya que para la fecha de la decisión no cumplía con ese requisito relativo al porcentaje del descuento de pena.
Por lo dicho anteriormente, el permiso solicitado por el accionante de hasta 72 horas, no podía ser concedido en atención a lo dispuesto en el artículo 147  de la ley 65 de 1993. Por tanto esta colegiatura considera que la  decisión tomada por el A quo debe ser confirmada.

 

       5. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal,

RESUELVE

CONFIRMAR el auto interlocutorio proferido por el Juzgado 2° de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, dentro del caso del señor Genry López Salazar en lo que fue objeto de impugnación.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
�T-972 de 2005 M.P. Jaime Córdoba Triviño


� T-972 de 2005 MP Jaime Córdoba Triviño 


� Rad. 2001-0485 del 21 de febrero de 2002 Consejero Ponente Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.
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